
13. Clasificación de las empresas 
 
Principal novedad: 
 
Destaca la regulación del régimen de clasificación empresarial, en el que se incluyen las últimas novedades legislativas existentes en esta materia hasta ahora. 
  

 
LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO, POR LA QUE SE TRANSPONEN AL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LAS DIRECTIVAS DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, 
2014/23/UE Y 2014/24/UE, DE 26 DE FEBRERO DE 2014. 

REAL DECRETO LEGISLATIVO 3/2011, DE 14 DE NOVEMBRE, TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE CONTRATOS 
DEL SECTOR PÚBLICO 

 

 
 
Artículo 77. Exigencia y efectos de la clasificación. 
 
1. La clasificación de los empresarios como contratistas de obras o como contratistas de servicios de los 
poderes adjudicadores será exigible y surtirá efectos para la acreditación de su solvencia para contratar en 
los siguientes casos y términos: 
 
a) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros será requisito 
indispensable que el empresario se encuentre debidamente clasificado como contratista de obras de los 
poderes adjudicadores. Para dichos contratos, la clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que en 
función del objeto del contrato corresponda, con categoría igual o superior a la exigida para el contrato, 
acreditará sus condiciones de solvencia para contratar. 
Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros la clasificación del empresario 
en el grupo o subgrupo que en función del objeto del contrato corresponda, y que será recogido en los 
pliegos del contrato, acreditará su solvencia económica y financiera y solvencia técnica para contratar. En 
tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su clasificación como 
contratista de obras en el grupo o subgrupo de clasificación correspondiente al contrato o bien acreditando 
el cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos en el anuncio de licitación o en la 
invitación a participar en el procedimiento y detallados en los pliegos del contrato. Si los pliegos no 
concretaran los requisitos de solvencia económica y financiera o los requisitos de solvencia técnica o 
profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará conforme a los criterios, requisitos y medios 
recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 87, que tendrán carácter supletorio de lo que al 
respecto de los mismos haya sido omitido o no concretado en los pliegos. 
 
b) Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación del empresario. En el anuncio de licitación o 
en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato se establecerán los criterios y 
requisitos mínimos de solvencia económica y financiera y de solvencia técnica o profesional tanto en los 
términos establecidos en los artículos 87 y 90 de la Ley como en términos de grupo o subgrupo de 
clasificación y de categoría mínima exigible, siempre que el objeto del contrato esté incluido en el ámbito de 
clasificación de alguno de los grupos o subgrupos de clasificación vigentes, atendiendo para ello al código 
CPV del contrato, según el Vocabulario común de contratos públicos aprobado por Reglamento (CE) 
2195/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de noviembre de 2002. 
En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su clasificación en el 
grupo o subgrupo de clasificación y categoría de clasificación correspondientes al contrato o bien 
acreditando el cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos en el anuncio de licitación o 
en la invitación a participar en el procedimiento y detallados en los pliegos del contrato. Si los pliegos no 
concretaran los requisitos de solvencia económica y financiera o los requisitos de solvencia técnica o 

 
 
Artículo 65.   Exigencia y efectos de la clasificación 
 
1. La clasificación de los empresarios como contratistas de obras o como contratistas de servicios de las 
Administraciones Públicas será exigible y surtirá efectos para la acreditación de su solvencia para contratar en 
los siguientes casos y términos: 

 

a) Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros será requisito 
indispensable que el empresario se encuentre debidamente clasificado como contratista de obras de las 
Administraciones Públicas. Para dichos contratos, la clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que en 
función del objeto del contrato corresponda, con categoría igual o superior a la exigida para el contrato, 
acreditará sus condiciones de solvencia para contratar. 
Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros la clasificación del empresario en 
el grupo o subgrupo que en función del objeto del contrato corresponda acreditará su solvencia económica y 
financiera y solvencia técnica para contratar. En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia 
indistintamente mediante su clasificación como contratista de obras en el grupo o subgrupo de clasificación 
correspondiente al contrato o bien acreditando el cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia 
exigidos en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y detallados en los 
pliegos del contrato. En defecto de estos, la acreditación de la solvencia se efectuará con los requisitos y por 
los medios que reglamentariamente se establezcan en función de la naturaleza, objeto y valor estimado del 
contrato, medios y requisitos que tendrán carácter supletorio respecto de los que en su caso figuren en los 
pliegos. 
 
 
b) Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación del empresario. En el anuncio de licitación o 
en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato se establecerán los criterios y 
requisitos mínimos de solvencia económica y financiera y de solvencia técnica o profesional tanto en los 
términos establecidos en los arts. 75 y 78 de la Ley como en términos de grupo o subgrupo de clasificación y de 
categoría mínima exigible, siempre que el objeto del contrato esté incluido en el ámbito de clasificación de 
alguno de los grupos o subgrupos de clasificación vigentes, atendiendo para ello al código CPV del contrato.  
 
 
En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su clasificación en el 
grupo o subgrupo de clasificación correspondiente al contrato o bien acreditando el cumplimiento de los 
requisitos específicos de solvencia exigidos en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el 
procedimiento y detallados en los pliegos del contrato. En defecto de estos, la acreditación de la solvencia se 
efectuará con los requisitos y por los medios que reglamentariamente se establezcan en función de la 
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profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará conforme a los criterios, requisitos y medios 
recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 87, que tendrán carácter supletorio de lo que al 
respecto de los mismos haya sido omitido o no concretado en los pliegos. 
 
c) La clasificación no será exigible para los demás tipos de contratos. Para dichos contratos, los requisitos 
específicos de solvencia exigidos se indicarán en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el 
procedimiento y se detallarán en los pliegos del contrato. 
 
 
 
2. La clasificación será exigible igualmente al cesionario de un contrato en el caso en que hubiese sido 
requerida al cedente. 
 
3. Por Real Decreto podrá exceptuarse la necesidad de clasificación para determinados tipos de contratos de 
obras en los que este requisito sea exigible, debiendo motivarse dicha excepción en las circunstancias 
especiales y excepcionales concurrentes en los mismos.  
 
 
4. Cuando no haya concurrido ninguna empresa clasificada en un procedimiento de adjudicación de un 
contrato para el que se requiera clasificación, el órgano de contratación podrá excluir la necesidad de cumplir 
este requisito en el siguiente procedimiento que se convoque para la adjudicación del mismo contrato, 
siempre y cuando no se alteren sus condiciones, precisando en el pliego de cláusulas y en el anuncio, en su 
caso, los medios de acreditación de la solvencia que deban ser utilizados de entre los especificados en los 
artículos 87 y 88. 
 
5. Las entidades del sector público que no tengan el carácter de poderes adjudicadores podrán acordar la 
aplicación del régimen dispuesto en el apartado 1 de este artículo. 
 
 
Artículo 78. Exención de la exigencia de clasificación. 
 
1. No será exigible la clasificación a los empresarios no españoles de Estados miembros de la Unión Europea 
o de Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, ya concurran al contrato 
aisladamente o integrados en una unión, sin perjuicio de la obligación de acreditar su solvencia. 
 
2. Excepcionalmente, cuando así sea conveniente para los intereses públicos, la contratación de la 
Administración General del Estado y los entes organismos y entidades de ella dependientes con personas que 
no estén clasificadas podrá ser autorizada por el Consejo de Ministros, previo informe de la Junta Consultiva 
de Contratación Pública del Estado. En el ámbito de las Comunidades Autónomas, la autorización será 
otorgada por los órganos que éstas designen como competentes. 
 
Artículo 79. Criterios aplicables y condiciones para la clasificación. 
 
1. La clasificación de las empresas se hará en función de su solvencia, valorada conforme a los criterios 
reglamentariamente establecidos de entre los recogidos en los artículos 87, 88 y 90, y determinará los 
contratos a cuya adjudicación puedan concurrir u optar por razón de su objeto y de su cuantía. A estos 

naturaleza, objeto y valor estimado del contrato, medios y requisitos que tendrán carácter supletorio respecto 
de los que en su caso figuren en los pliegos. 
 
 
c) La clasificación no será exigible ni aplicable para los demás tipos de contratos. Para dichos contratos, los 
requisitos específicos de solvencia exigidos se indicarán en el anuncio de licitación o en la invitación a 
participar en el procedimiento y se detallarán en los pliegos del contrato. Reglamentariamente se podrán 
establecer los medios y requisitos que, en defecto de los establecidos en los pliegos, y atendiendo a la 
naturaleza, objeto y valor estimado del contrato acrediten la solvencia para poder ejecutar estos contratos. 
 
2. La clasificación será exigible igualmente al cesionario de un contrato en el caso en que hubiese sido 
requerida al cedente. 
 
3. Por Real Decreto podrá exceptuarse la necesidad de clasificación para determinados tipos de contratos de 
obras y de servicios en los que este requisito sea exigible o acordar su exigencia para tipos de contratos de 
obras y servicios en los que no lo sea, teniendo en cuenta las circunstancias especiales concurrentes en los 
mismos. 
 
4. Cuando no haya concurrido ninguna empresa clasificada en un procedimiento de adjudicación de un 
contrato para el que se requiera clasificación, el órgano de contratación podrá excluir la necesidad de cumplir 
este requisito en el siguiente procedimiento que se convoque para la adjudicación del mismo contrato, 
precisando en el pliego de cláusulas y en el anuncio, en su caso, los medios de acreditación de la solvencia que 
deban ser utilizados de entre los especificados en los arts. 75, 76 y 78. 
 
 
5. Las entidades del sector público que no tengan el carácter de Administración Pública podrán exigir una 
determinada clasificación a los licitadores para definir las condiciones de solvencia requeridas para celebrar el 
correspondiente contrato, en los supuestos del apartado 1 del art. 65. 
 
Artículo 66.   Exención de la exigencia de clasificación 
 
1. No será exigible la clasificación a los empresarios no españoles de Estados miembros de la Unión Europea, 
ya concurran al contrato aisladamente o integrados en una unión, sin perjuicio de la obligación de acreditar su 
solvencia. 
 
2. Excepcionalmente, cuando así sea conveniente para los intereses públicos, la contratación de la 
Administración General del Estado y los entes organismos y entidades de ella dependientes con personas que 
no estén clasificadas podrá ser autorizada por el Consejo de Ministros, previo informe de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa del Estado. En el ámbito de las Comunidades Autónomas, la autorización será 
otorgada por los órganos que éstas designen como competentes. 
 
Artículo 67.   Criterios aplicables y condiciones para la clasificación. 
 
1. La clasificación de las empresas se hará en función de su solvencia, valorada conforme a lo establecido en los 
arts. 75, 76 y 78, y determinará los contratos a cuya adjudicación puedan concurrir u optar por razón de su 
objeto y de su cuantía. A estos efectos, los contratos se dividirán en grupos generales y subgrupos, por su 
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efectos, los contratos se dividirán en grupos generales y subgrupos, por su peculiar naturaleza, y dentro de 
estos por categorías, en función de su cuantía. 
La expresión de la cuantía se efectuará por referencia al valor estimado del contrato, cuando la duración de 
este sea igual o inferior a un año, y por referencia al valor medio anual del mismo, cuando se trate de 
contratos de duración superior. 
 
2. Para proceder a la clasificación será necesario que el empresario acredite su personalidad y capacidad de 
obrar, así como que se encuentra legalmente habilitado para realizar la correspondiente actividad, por 
disponer de las correspondientes autorizaciones o habilitaciones empresariales o profesionales, y reunir los 
requisitos de colegiación o inscripción u otros semejantes que puedan ser necesarios, y que no está incurso 
en prohibiciones de contratar. 
 
3. En el supuesto de personas jurídicas pertenecientes a un grupo de sociedades, y a efectos de la valoración 
de su solvencia económica, financiera, técnica o profesional, se podrá tener en cuenta a las sociedades 
pertenecientes al grupo, siempre y cuando la persona jurídica en cuestión acredite que tendrá efectivamente 
a su disposición, durante el plazo a que se refiere el apartado 2 del artículo 82, los medios de dichas 
sociedades necesarios para la ejecución de los contratos. 
En el caso de puesta a disposición de medios personales, tal circunstancia deberá en todo caso ser 
compatible con las disposiciones aplicables en materia laboral y de derecho del trabajo, y contar con el 
consentimiento de los trabajadores afectados. 
El supuesto previsto en el presente apartado no podrá conllevar, en ningún caso, la puesta a disposición 
exclusivamente de medios personales. 
 
4. Se denegará la clasificación de aquellas empresas de las que, a la vista de las personas que las rigen o de 
otras circunstancias, pueda presumirse que son continuación o que derivan, por transformación, fusión o 
sucesión, de otras afectadas por una prohibición de contratar. 
 
5. En aquellas obras cuya naturaleza se corresponda con algunos de los tipos establecidos como subgrupo y 
no presenten singularidades diferentes a las normales y generales a su clase, se exigirá solamente la 
clasificación en el subgrupo genérico correspondiente. 
Cuando en el caso anterior, las obras presenten singularidades no normales o generales a las de su clase y 
sí, en cambio, asimilables a tipos de obra correspondientes a otros subgrupos diferentes del principal, la 
exigencia de clasificación se extenderá también a estos subgrupos con las limitaciones siguientes: 
a) El número de subgrupos exigibles, salvo casos excepcionales, no podrá ser superior a cuatro. 
b) El importe de la obra parcial que por su singularidad dé lugar a la exigencia de clasificación en el 
subgrupo correspondiente deberá ser superior al 20 por 100 del precio total del contrato, salvo casos 
excepcionales, que deberán acreditarse razonadamente en los pliegos. 
 
Artículo 80. Acuerdos o decisiones de clasificación: competencia, eficacia, recurso y clasificaciones 
divergentes. 
 
1. Los acuerdos relativos a la clasificación de las empresas se adoptarán, con eficacia general frente a todos 
los órganos de contratación, por las Comisiones Clasificadoras de la Junta Consultiva de Contratación Pública 
del Estado. Estos acuerdos podrán ser objeto de recurso de alzada ante el Ministro de Hacienda y Función 
Pública. 
 

peculiar naturaleza, y dentro de estos por categorías, en función de su cuantía. 
La expresión de la cuantía se efectuará por referencia al valor íntegro del contrato, cuando la duración de éste 
sea igual o inferior a un año, y por referencia al valor medio anual del mismo, cuando se trate de contratos de 
duración superior. 
 
 
2. Para proceder a la clasificación será necesario que el empresario acredite su personalidad y capacidad de 
obrar, así como que se encuentra legalmente habilitado para realizar la correspondiente actividad, por 
disponer de las correspondientes autorizaciones o habilitaciones empresariales o profesionales y reunir los 
requisitos de colegiación o inscripción u otros semejantes que puedan ser necesarios, y que no está incurso en 
prohibiciones de contratar. 
 
3. En el supuesto de personas jurídicas pertenecientes a un grupo de sociedades, y a efectos de la valoración 
de su solvencia económica, financiera, técnica o profesional, se podrá tener en cuenta a las sociedades 
pertenecientes al grupo, siempre y cuando la persona jurídica en cuestión acredite que tendrá efectivamente a 
su disposición, durante el plazo a que se refiere el art. 70.2, los medios de dichas sociedades necesarios para la 
ejecución de los contratos. 
 
 
 
 
 
 
4. Se denegará la clasificación de aquellas empresas de las que, a la vista de las personas que las rigen o de 
otras circunstancias, pueda presumirse que son continuación o que derivan, por transformación, fusión o 
sucesión, de otras afectadas por una prohibición de contratar. 
 
5. A los efectos de valorar y apreciar la concurrencia del requisito de clasificación, respecto de los empresarios 
que concurran agrupados en el caso del art. 59, se atenderá, en la forma que reglamentariamente se 
determine, a las características acumuladas de cada uno de ellos, expresadas en sus respectivas clasificaciones. 
En todo caso, será necesario para proceder a esta acumulación que todas las empresas hayan obtenido 
previamente la clasificación como empresa de obras o de servicios, en relación con el contrato al que opten, 
sin perjuicio de lo establecido para los empresarios no españoles de Estados miembros de la Unión Europea en 
el apartado 4 del art. 59. 
 
 
 
 
Artículo 68.   Competencia para la clasificación 
 
 
1. Los acuerdos relativos a la clasificación de las empresas se adoptarán, con eficacia general frente a todos los 
órganos de contratación, por las Comisiones Clasificadoras de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa del Estado. Estos acuerdos podrán ser objeto de recurso de alzada ante el Ministro de Economía 
y Hacienda. 
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2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas podrán adoptar decisiones sobre clasificación 
de las empresas que serán eficaces, únicamente, a efectos de contratar con la Comunidad Autónoma que las 
haya adoptado, con las Entidades locales incluidas en su ámbito territorial, y con los entes, organismos y 
entidades del sector público dependientes de una y otras. En la adopción de estos acuerdos, deberán 
respetarse, en todo caso, las reglas y criterios establecidos en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo. 
No obstante, una empresa no podrá disponer simultáneamente de clasificación en un determinado grupo 
o subgrupo otorgada por las Comisiones Clasificadoras de la Junta Consultiva de Contratación Pública del 
Estado y por una o más Comunidades Autónomas, o por dos o más Comunidades Autónomas, con distintas 
categorías de clasificación. A tal efecto, las empresas indicarán en sus solicitudes de clasificación o de 
revisión de clasificación las clasificaciones que tienen vigentes y que hayan sido otorgadas por otras 
Administraciones distintas de aquella a la que dirigen su solicitud, no pudiendo otorgarse a la empresa 
solicitante una categoría superior en subgrupo alguno a aquella de la que ya disponga, otorgada por 
cualquier otra Administración, en dicho subgrupo. 
Reglamentariamente se articularán los mecanismos necesarios para evitar la coexistencia sobrevenida de 
clasificaciones en vigor contradictorias para una misma empresa en un mismo grupo o subgrupo de 
clasificación. 
 
Artículo 81. Inscripción registral de la clasificación. 
 
Los acuerdos relativos a la clasificación de las empresas adoptados por las Comisiones Clasificadoras de la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado se inscribirán de oficio en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público. 
Los acuerdos relativos a la clasificación de las empresas adoptados por los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas que hayan asumido dicha competencia serán inscritos de oficio en el Registro de 
Licitadores de la respectiva Comunidad Autónoma, si dispone de tal Registro, y comunicados por el órgano 
que los adoptó al Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público para su 
inscripción. 
 
Artículo 82. Plazo de vigencia y revisión de las clasificaciones. 
 
1. La clasificación de las empresas tendrá una vigencia indefinida en tanto se mantengan por el empresario 
las condiciones y circunstancias en que se basó su concesión. 
 
2. No obstante, y sin perjuicio de lo señalado en el apartado 3 de este artículo y en el artículo siguiente, para 
la conservación de la clasificación deberá justificarse anualmente el mantenimiento de la solvencia 
económica y financiera y, cada tres años, el de la solvencia técnica y profesional, a cuyo efecto el empresario 
aportará la correspondiente declaración responsable o en su defecto la documentación actualizada en los 
términos que se establezcan reglamentariamente. 
La no aportación en los plazos reglamentariamente establecidos de las declaraciones o documentos a los 
que se refiere el párrafo anterior dará lugar a la suspensión automática de las clasificaciones ostentadas, 
así como a la apertura de expediente de revisión de clasificación. La suspensión de las clasificaciones se 
levantará por la aportación de dichas declaraciones o documentos, si aún no se ha comunicado al 
interesado el inicio del expediente de revisión, o por el acuerdo de revisión de clasificación adoptado por 
el órgano competente, en caso contrario. 
 
3. La clasificación será revisable a petición de los interesados o de oficio por la Administración en cuanto 

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas podrán adoptar decisiones sobre clasificación de 
las empresas que serán eficaces, únicamente, a efectos de contratar con la Comunidad Autónoma que los haya 
adoptado, con las Entidades locales incluidas en su ámbito territorial, y con los entes, organismos y entidades 
del sector público dependientes de una y otras. En la adopción de estos acuerdos, deberán respetarse, en todo 
caso, las reglas y criterios establecidos en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 69.   Inscripción registral de la clasificación 
 
Los acuerdos relativos a la clasificación de las empresas se inscribirán de oficio en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas que corresponda en función del órgano que los hubiese adoptado. 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 70.   Plazo de vigencia y revisión de las clasificaciones 
 
1. La clasificación de las empresas tendrá una vigencia indefinida en tanto se mantengan por el empresario las 
condiciones y circunstancias en que se basó su concesión. 
 
2. No obstante, y sin perjuicio de lo señalado en el apartado 3 de este artículo y en el artículo siguiente, para la 
conservación de la clasificación deberá justificarse anualmente el mantenimiento de la solvencia económica y 
financiera y, cada tres años, el de la solvencia técnica y profesional, a cuyo efecto el empresario aportará la 
correspondiente documentación actualizada en los términos que se establezcan reglamentariamente. 
 
 
 
 
 
 
 
 
3. La clasificación será revisable a petición de los interesados o de oficio por la Administración en cuanto varíen 
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varíen las circunstancias tomadas en consideración para concederla. 
 
4. En todo caso, el empresario está obligado a poner en conocimiento del órgano competente en materia de 
clasificación cualquier variación en las circunstancias que hubiesen sido tenidas en cuenta para concederla 
que pueda dar lugar a una revisión de la misma. La omisión de esta comunicación hará incurrir al empresario 
en la prohibición de contratar prevista en la letra e) del apartado 1 del artículo 71. 
 
 
Artículo 83. Comprobación de los elementos de la clasificación. 
 
Los órganos competentes en materia de clasificación podrán solicitar en cualquier momento de las empresas 
clasificadas o pendientes de clasificación los documentos que estimen necesarios para comprobar las 
declaraciones y hechos manifestados por las mismas en los expedientes que tramiten, así como pedir 
informe a cualquier órgano de las Administraciones públicas sobre estos extremos. 
 
 
Prueba de la clasificación y de la aptitud para contratar a través de Registros o listas oficiales de 
contratistas 
 
Artículo 96. Certificaciones de Registros de Licitadores. 
 
1. La inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público acreditará 
frente a todos los órganos de contratación del sector público, a tenor de lo en él reflejado y salvo prueba en 
contrario, las condiciones de aptitud del empresario en cuanto a su personalidad y capacidad de obrar, 
representación, habilitación profesional o empresarial, solvencia económica y financiera y técnica o 
profesional, clasificación y demás circunstancias inscritas, así como la concurrencia o no concurrencia de las 
prohibiciones de contratar que deban constar en el mismo. 
 
2. La inscripción en el Registro de Licitadores de una Comunidad Autónoma acreditará idénticas 
circunstancias a efectos de la contratación con la misma, con las entidades locales incluidas en su ámbito 
territorial, y con los restantes entes, organismos o entidades del sector público dependientes de una y otras. 
 
 
3. La prueba del contenido de los Registros de Licitadores se efectuará mediante certificación del órgano 
encargado del mismo, que podrá expedirse por medios electrónicos, informáticos o telemáticos. Los 
certificados deberán indicar las referencias que hayan permitido la inscripción del empresario en la lista o 
la expedición de la certificación, así como, en su caso, la clasificación obtenida. 
 
Artículo 97. Certificados comunitarios de empresarios autorizados para contratar. 
 
1. Los certificados de inscripción expedidos por los órganos competentes de la llevanza de las listas oficiales 
de empresarios autorizados para contratar establecidas por los Estados miembros de la Unión Europea, 
referidos a empresarios establecidos en el Estado miembro que expide el certificado, constituirán una 
presunción de aptitud con respecto a los requisitos de selección cualitativa que en ellos figuren. 
 
2. Igual valor presuntivo surtirán, respecto de los extremos en ellos certificados, las certificaciones 

las circunstancias tomadas en consideración para concederla. 
 
4. En todo caso, el empresario está obligado a poner en conocimiento del órgano competente en materia de 
clasificación cualquier variación en las circunstancias que hubiesen sido tenidas en cuenta para concederla que 
pueda dar lugar a una revisión de la misma. La omisión de esta comunicación hará incurrir al empresario en la 
prohibición de contratar prevista en la letra e) del apartado 1 del art. 60. 
 
 
Artículo 71.   Comprobación de los elementos de la clasificación 
 
Los órganos competentes en materia de clasificación podrán solicitar en cualquier momento de las empresas 
clasificadas o pendientes de clasificación los documentos que estimen necesarios para comprobar las 
declaraciones y hechos manifestados por las mismas en los expedientes que tramiten, así como pedir informe 
a cualquier órgano de las Administraciones públicas sobre estos extremos. 
 
 
 Prueba de la clasificación y de la aptitud para contratar a través de Registros o listas oficiales de contratistas 
 
Artículo 83.   Certificaciones de Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas 
 
1. La inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado acreditará frente a 
todos los órganos de contratación del sector público, a tenor de lo en él reflejado y salvo prueba en contrario, 
las condiciones de aptitud del empresario en cuanto a su personalidad y capacidad de obrar, representación, 
habilitación profesional o empresarial, solvencia económica y financiera, y clasificación, así como la 
concurrencia o no concurrencia de las prohibiciones de contratar que deban constar en el mismo. 
 
 
 
La inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas de una Comunidad Autónoma 
acreditará idénticas circunstancias a efectos de la contratación con la misma, con las entidades locales 
incluidas en su ámbito territorial, y con los restantes entes, organismos o entidades del sector público 
dependientes de una y otras. 
 
2. La prueba del contenido de los Registros Oficiales de Licitadores y Empresas Clasificadas se efectuará 
mediante certificación del órgano encargado del mismo, que podrá expedirse por medios electrónicos, 
informáticos o telemáticos. 
 
 
Artículo 84.   Certificados comunitarios de clasificación 
 
1. Los certificados de clasificación o documentos similares que acrediten la inscripción en listas oficiales de 
empresarios autorizados para contratar establecidas por los Estados miembros de la Unión Europea sientan 
una presunción de aptitud de los empresarios incluidos en ellas frente a los diferentes órganos de contratación 
en relación con la no concurrencia de las prohibiciones de contratar a que se refieren las letras a) a c) y e) del 
apartado 1 del art. 60 y la posesión de las condiciones de capacidad de obrar y habilitación profesional exigidas 
por el art. 54 y las de solvencia a que se refieren las letras b) y c) del art. 75, las letras a), b) y e) del art. 76, el 



13. Clasificación de las empresas 
 
emitidas por organismos de certificación competentes que respondan a las normas europeas de 
certificación expedidas de conformidad con la legislación del Estado miembro en que esté establecido el 
empresario. 
 
3. Los documentos a que se refiere el apartado anterior deberán indicar las referencias que hayan permitido 
la inscripción del empresario en la lista o la expedición de la certificación, así como la clasificación obtenida. 
 
 
 
 

art. 77, y las letras a) y c) a i) del art. 78. Iguales valores presuntivos surtirán las certificaciones emitidas por 
organismos que respondan a las normas europeas de certificación expedidas de conformidad con la legislación 
del Estado miembro en que esté establecido el empresario. 
 
2. Los documentos a que se refiere el apartado anterior deberán indicar las referencias que hayan permitido la 
inscripción del empresario en la lista o la expedición de la certificación, así como la clasificación obtenida. Estas 
menciones deberán también incluirse en los certificados que expidan los Registros Oficiales de Licitadores y 
Empresas Clasificadas a efectos de la contratación en el ámbito de la Unión Europea. 
 
 

 


